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Señora FiscaT:

En cumplimiento de nuestras funciones como Asesora y
Consejera de los funcionarios de 7a edministración Púb7ica,
nos permitimos ofrecer contestación a 7a consuTta que tuvo a
bien elevar a esta Procuraduría de fa Administración
reTacionada con eL "archivo de l-as SUMARIAS EN AVERteUeCtátl
DE CAUSAS DE MUERTE (77ámese Suicidio o Muerte Naturaf) ".

En primera instancia, es nuestro deber eL señalar que el
numeral- 7 deL artícuLo 6 de 7a Ley No.38 de 37 de julio de
2000, estabfece que le corresponde a 7a Procuraduria de 7a
Administracién, "servir de consejera jurÍdica a fos
servidores púbLicos adminisErativos que consultaren su
parecer respecto a determinada interpretación de la 7ey o eL
procedimiento gue ,se debe seguir en un caso en concreto.

Las consuftas deberán estar acompañadas del- criterio
jurÍdico respectivo, saTvo aqué77as provenientes de
instituciones que no cuenten con un asesor jurÍdico".

Esto quiere decir que este despacho está impedido para
pronunciarse sobre temas o aspectos puramente de Derecho
PenaL sustantivo, como es eL caso que nos ocupa, pues escapa
del- ánbito de aplicación del- Derecho Administrativo.

No obstante 7o anterior y, sobre el tema objeto de ,su

consufta podemos señaLar 7o siguiente;



2

Los principios procesaTes son máximas o regTas que dan
forma, estructuran y Timitan 7as diferentes fases de7 proceso
de forma tal que se Togre eI reeonocimiento de derechos
consagrados en 7a norma substantiva.

Principio de Eeonomía procesal y 7a eficaeia deL proceso.

Este principio guarda reLación con e7 hecho de l-a
concentración de 7as actuaciones v con el- de celeridad de7
oroceso.

Lo cierto es que el proceso como taL debe terminar en eI
menor plazo posibTe de manera que no ocasione trastorno
psicoTógico para 7os invofucrados. Sin embargo hay que tener
sumo cuidado y no confundir e7 principio de economía procesaT
con apresurada administración de justicia, l-o que conTTevará
a un proceso ineficaz.

EL concepto
proceso, dentro
presupue,s tos :

a. Ante todo,
j udic ial ;

C.

tiene que ver con el
deL cual- concurren

de eficacia deL
f os s iguientes

hacer inmediata a 7as parte,s el oficio

b. EJ- servicio púb7ico de justicia supone funcionarios
muy bien dotados y preparados, ya que se trata de
administrar el proceso judiciaJ- que e,s una formidabl-e
empresa en términos de paz socia7,.
Es un derecho de justiciabfe;

Según este principio, el proceso ha de desarroTTarse con
7a mayor economÍa de tiempo, de gastos y de esfuerzos. El
mismo e,s l-a consecuencia del concepto de que debe tratarse
de obtener eL mayor resultado con mínimo empTeo de actividad
procesaT.

Se puede señaLar que dentro de J-a investigación, tres
(3) son l-as fases que se producen:

Se recibe fa denuncia por e7 Fiscal- o por intermedio
de 7a PoLicía. La denuncia l-a canoce eJ- Fiscal- y l-a
anaf i za pudiendo 77egar a fas s rguJ- entes
conclusiones.'

JVo iniciar la
hechos de la
delito o

inve,s t igac ión : El-f o ocurre cuando f os
denLtncia no fueren consü itutivos de

cuando Los antecedentes permitan
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establecer que se eneuentra extinguida 7a
responsabiTidad penaT del imputado. En este casot
la víctima puede recLamar ante el juez de garantía.
Archivar provisionalmente eI Proceso: Esto ocurre
cuando en La investigación no aparecen antecedentes
que permitan realizar acciones para escTarecet Los
hechos. A esto se puede oponer 7a víctima Y
recTamar ante l-as autoridades superiores deL
uinisterio púbLico, o bien presentar quereTTa y
obTigar a que sea el- Juez de garantía de la causa
que resuelva.
Ejercer eL Principio de Oportunidad: Los FiscaTes
pueden no inic iar una inve,s t igac ión cuando o
abandonarla cuando los hechos, Por su
insignificancia, no comprometieren gravemente eI
interés público. A 7o no anterior ,se debe agregar
que eI delito perseguido no debe tener asignada
una pena mÍnima; o bien cuando se trata de un
delito cometido por un funcionario púb7ico en eL

ej ercicio de ,sus funciones. EI ej ercicio de esa
facuftad por parte del FiscaT, fro podrá ser
utiTizada cunado el- 'Juez de Garantía determine que
hay que proseguir fa investigación, sea de oficio
o a petición de parte. Cuando l-a víctima
manifieste de cualquier modo su interés en 7a
continuación de 7a persecución penal eI juez deberá
ordenar a7 Fiscal proseguir con 7a investigación.

2. El- FiscaT decide investigar, para cuyos efectos, se
relacionará con l-os órganos auxil-iares del- sistema
de justicia, principalmente a través de l-a poTicía.

3.Terminada 7a investigación el- FiscaJ-, dependiendo de
7as características del casot tiene l-as siguientes
alternativas:

Susp ensión Condicional del Procedimiento
Sobre,s eimiento Def initivo y Temporal .

Principio de OporEunidad.

E7 Principio de oportunidad trata de establecer regTas
claras para prescindir de 7a acusación pena7, frente a casos
en 7os cuaLes ordinariamente debÍa acusarse por aparente
hecho delictivo. Este si s tema ha sido t.radicionalmente

o

o

seguido como regTa en los países de tradición jurídica angTo-
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americana, pero tanbién es adoptado, d7 menos como excepción
aI principio de obTigatoriedad, en algunos países europeos.

EI criterio de 7a oportunidad puede y debe Tigarse a una
concepción util-itaria y reaTista sobre 7a Tegitimación y el-
fundamento, el fin y eI l-ínite de 7a aplicación de l-as penas.
Constituye un intento de conducir la seTección en forma
racionaT, con criterios de polÍtica criminal- más que
arbitrarios, y sobre todo con 7a posibiTidad de ejercet un
control- y exigir responsabiTidad en quienes 7o apTican.

De acuerdo con estas ideas, eI principio de oportunidad
tendría como objetivos básicos, en primer término,
descriminalizar cuando hayan otros mecanismos de reacción
sociaT más ef icaces o parezca innecesario el- proceso y l-a
pena. En segundo 7ugar, pretendería volver los ojos hacia 7a
víctima en 7a medida en que muchos casos exigitía 7a
indemnización previa. Y, efr tercer 7ugar, buscaría 7a
eficacia deL sistema frente a hechos más relevantes y de
mayor gravedad sociaL, dl permitir descongestionar 7os
numero,so,s tribunaTes, de manera tal que les permita
intervenir en Los hechos más Tesivos y esenciales para 7a
comunidad y 7os ciudadanos.

Vistas estas precisiones doctrinales, debemos advertit
con 7a salvedad efectuada a7 inicio de su consuTta, que de
acuerdo a 7o que norma e7 artÍcuLo 347 (an9es 346) del Código
Jud.iciaT, 7os Agentes del Ministerio Públ-ico mantienen 7o
que en doctrina y nuestra jurisprudencia ha reconocido, como
e7 Principio de Competencia Genérica en l-a investigación de
7os delitos, pero, con 7a única saTvedad que eI ejercicio de
l-a acción penal só7o puede real-izarse ante l-os tribunales con
quien actúen, verbigracia un Personero Municipal investiga
un Homicidio, pero no puede acusarlo ante el- tribunaL
Superior, quien es el competente por mandato Tegal para
conocer def mismo, pues quien debe ejercer 7a acción penaT
es el- FiscaT Superior correspondiente.

Dentro de este contexto cobra vigencia y aplicación eL
supuesto que nos ocupa sobre 7a facultad que tienen 7os
agentes deL Ministerio Públ-ico de emitir resoluciones sobre
suspensión y archivo deL ejercicio de La acción pena7. Así
pues, e7 citado artícu7o 347 numeraT 16, de7 Código 'Judicial-,
consagra fa disposición generaT, pero, el artÍculo L953
(antes 7977), del Código de Procedimiento, el cual se
consuTta, establece Los supuestos de apTicación y aI igual
que el anterior, enuncia que los agentes del Ministerio
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Público podrán abstenerse de ejercer l-a acción penaT cuando
eJ- hecho investigado no constituya deLito.

Sobre estos mismos aspectos, 7a Corte Suprema de
,Justicia, SaTa de 7o Penal, se pronunció mediante PenaL, de
76 de febrero de 2007, en 7os siguientes términos:

"CORTE SUPREM DE ,JUSTICIA.

VISTOS:

SALA DE LO PENAL.

Conoce l-a Sala PenaL de 7a Corte Suprema de recurso de
apelación presentado por 7a Fiscal Primera Superior de
Distrito ,Judicial- contra La resofución de 29 de septiembre
de 7999, dictado por eJ Tribunaf Superior del Tercer Distrito
Judiciaf, 7a cual- dispone devolver el- negocio a esa agencia
de instrucción para que proeeda de conformidad con l-o que
prevé el- numeral L6 del artícu7o 346 de7 Código JudiciaT.

Básicamente, 7a recurrente
Superior def Tercer Dis t rito
calificación de este negocio, toda
de agosto de 79 9 9 , l-e otorga
facultad potes tativa para ej ercer
corresponda.

sof i c i ta que eJ- Tribunal
Judicidf, proceda a la
vez que la Ley lVo.39 de 26
al Minis t erio PúbJ- ico una
o no 7a acción penal que

ATT:TECEDEIíI:TES DEIJ CASO

EL 74 de juTio de 7999, funcionarios del- Ministerio
PúbLico procedieron af Tevantamiento del- cadáver de CarTos
Quintero Limonero, quien fue hal-l-ado en su residencia ubicada
en l-a comunidad de Quebrada Llana, corregimiento de San
Andrés, Distrito de Bugaba, provincia de Chiriquí. Durante
7a instrucción del- sumario, el. uinisterio Público determinó
que eL ciudadano habÍa f aTTecido por INFARTO-AOWO-MIOCAEDI,
razón por 7a que e7 fa Vista Fiscal No.L15 de 23 de agosto de
7999, consideró que 7as investigaeiones debía concl-uir con un
sobres eimiento def initivo . Sin embargo, eL tribunaf
Superior, mediante auto caTendada 29 de septiembre de 7999,
ordenó devolver el cuaderno al funcionario de instrucción, ya
que l-a 7ey No.39 de 26 de agosto de 7999, 7o autoriza para
cal-ificar Tas sumarias y ordenar su archivo.

CONSTDERACTONES DE LA SALA

Entre otros aspectos, fa 7ey No.39 de 26 de agosto de
7999 consagra e7 PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD, una institución
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que pennite mitigar 7a rigurosidad deL principio de TegaTidad
er? e-7. ej ercicio d.e J-a acción penal deL Ministerio Público.
Según se desprende de7 Código Procesal PenaT ModeTo para
Iberoamérica, eJ- criterio de oportunidad consiste en que 7a
fey penal autoriza a7 Ministerio PúbLico para evitar 7a
promoción penal o para hacerLa cesar en determinados caso;...

Ahora bien, si 7a Vista Fiscal- No.1-J-5, emitida eL 23 de
agosto de 79gg, afirma que 7a muerte de Quintero no
constituye deTeito, aunado a que eI Tribunal- Superior no
había calificado l-as sumarias, resultaba Lógico que esa
Corporación ordenara 7a aplicación de l-a ley vigente, es
decir, La 7ey No.39, 7a cual, para esos casos| eJ- otorga 7a
f acuLtad. al- Ministerio Públ-ico para emitir resoluciones de
suspensión y e-7. archivo de[ ej ercicio de J-a acción penaf ,

según sea 7a situación que corresponda.

Como quiera que e7 artícu7o 32 del Código Civil
establece que J-as Teyes concernientes a l-a sustanciación y
rituaLidad de 7os juicios prevalecen sobre fas anteriores
desde el momento en que deben empezar a regir - 7a Sal-a
consid.era conveniente que el- funcionario de instrucción tenga
7a oportunidad de pronunciarse sobre 7a posibiTidad de dat
por terminada la caLisa, mediante La apTicación de7 principio
de oportunidad que consagra 7a 7ey No.39 de 26 de agosto de
7ggg. Si considera que no procede l-a aplicación de esa 7"y,
entonces pod.rá proseguir con e7 trámite ordinario consistente
en requerir del Tribunal de 7a causa que se pronuncie sobte
7a caLificación de 7as sumarias.

Por las anteriores consideraciones, I'A CORTE SUPREIú,A,

SALA DE I'O PENAI', administrando justicia, €fr nombre de la
República y por autoridad de la Ley, CONFIRVL l-a resolución
de 29 de septiembre de 7999, proferida por el. TribunaT
Superior de7 Tercer Distrito JudiciaT."

Ahora bien, a quien se entiende como "Agente del
Ministerio Púb7ico", eu€ debe abstenerse de l-7evar adel-ante
eL ej ercicio de 7a acción Pena7 . En una correcta
hermenéutica 7ega7, dI Agente e,s a quien 7e corresponde
ejercer J-a acción penaT (artícu7o 437 numeraf 5 C-,1- ) ' ya
que sería aTterar eI principio de exceso, al dejar en manosl
por ejempTo de un Personero MunicipaT, 7o Que, por mandato
7ega7 corresponde a un Fiscal Superior como es el- caso que
nos ocupat por e77o, es e7 funcionario que tiene 7a facultad
de petición del ius puniendi estatal quien debe estabJ-ecer si
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se abstiene o no de ejercitarLo y rto, uno que no
corresponde esta atribución.

l-e

Para finalizar, entendemos que 7os principios procesales
Son c;omunes a tOdos l-os procesos, Con Ciertas excepciones y
variantes cuya función es 7a de orientarl-o a fin de obtener
el reconocimiento del- derecho consignado en 7a 7ey
substanciaT. Vemos cTaramente que Las normas que rigen La
mediación e,s tán en consonancia con Los princiPios
constitucionaTes que garantizan el debido proceso, €f acceso
a 7a justicia, fa biTateraTidad de7 proceso y 7a 7egÍtima
defensa en juicio.

Esperamos d.e este modo haber contribuido a l-a absolución
de sus interrogantes.

Con la certeza de mi más
atentament.e I

alta e,s tima, ,SC SUSCTibC,

ALMA MONTENEGRO

Procuradora de 7a
DE FLETCHER
Administración

AMdeF/L4/jubs


